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La dictadura neoliberal del libre comercio conduce
a la privatización de la vida, incluyendo el agua,
las plantas, los animales y hasta las personas, y se

facilita por los llamados derechos de propiedad intelectual,
las patentes, la inversión externa, los tratados comer-
ciales, etcétera, por medio de los cuales el capital trans-
nacional está recolonizando nuestros países. Toda la na-
turaleza reducida a recursos naturales y a mercancías pa-
ra explotar es privatizable. Ése es el radical negocio del
capital ante la vida. Vivimos una época de invasiones y
colonialismo renovados, solo que ahora no son las bulas
papales y los derechos concedidos por reyes católicos,
sino los tratados de libre comercio los que dictan las re-
glas. Como indica Eduardo Galeano, ahora al imperia-
lismo se le llama globalización.

La privatización ha sido un excelente negocio única-
mente para el capital privado, nunca para los pueblos
de los países a los cuales se les implantó el crimen lega-
lizado de las políticas económicas empobrecedoras. Por-
que eso es el neoliberalismo: un crimen impune y pro-
longado de millones y millones de personas en el plane-
ta, diseñado y aplicado por el gobierno del mundo regi-
do desde Davos y la red de entidades llamadas -solo por
el poder de las empresas del comercio informativo- de
cooperación internacional, a las cuales se unen sus socios
locales. Argentina apenas se empieza a reponer de uno
de los saqueos más funestos de la historia de América
Latina, pero en Costa Rica los neoliberales siguen cal-
cando y ofreciendo ese modelo como la tierra prometida.
Para esto tienen que mentir y ocultar que, tras dos dé-
cadas de libre mercado, se destruyó la base productiva
de Argentina y se aseguró el empobrecimiento escanda-
loso de 18,2 millones de personas, un 51 por ciento de
la población, como lo reconoció el presidente Duhalde
(Petras y Veltmeyer 2004). Los neoliberales ticos nos si-
guen habando de las ventajas del mercado y de la ur-
gencia de firmar el Tratado de Libre Comercio (TLC)
con Estados Unidos, desconociendo también que la de-
bacle de la economía mexicana es, principalmente, re-
sultado de algo más de una década del mismo modelo
liberal que pretenden imponernos. La privatización re-
sultó ser una política económica fraudulenta, corrupta,

irresponsable, impuesta, innecesaria y desnacionalizan-
te. También, ha facilitado una mayor concentración de
la riqueza y, en la mayoría de los casos, resultó absolu-
tamente incompetente para atender las necesidades de
la población.

¿Podemos reconocer esos signos de descomposición
social en la generación privada de electricidad en Cos-
ta Rica? En las siguientes líneas iniciaremos la discusión
sobre estos elementos.

La generación privada de electricidad en Costa Rica
no se puede justificar diciendo que el Instituto Cos-

tarricense de Electricidad (Ice) no puede satisfacer la
demanda nacional. Éste es un negocio fraudulento por-
que, como está demostrado, el Ice tiene capacidad sufi-
ciente para satisfacer la demanda nacional. Ya indica-
mos (Ambientico 133, 2004) que si el Ice eleva su efi-
ciencia utilizando al máximo su capacidad instalada pa-
ra generar energía eléctrica, acelera la entrada en ope-
ración de proyectos públicos, reinvierte públicamente
sus elevados excedentes, deja de servir al juego de la es-
tafa privada institucionalizada y se decide a enfrentar el
desplazamiento en la generación de electricidad del que
es objeto por parte del capital privado, podremos enton-
ces recuperar el perfil de desarrollo que le dio origen.
Sin embargo, ni el Ice como institución ni los sindicatos
han sabido (¿o no quieren?) aprovechar todo el apoyo
social que tiene la institución y enfrentar la estafa de la
producción privada de electricidad.  Desgraciadamente,
el lindero entre la inacción y la complicidad es demasia-
do sutil. 

El fraude también responde a la creación del estado
mínimo al servicio del capital privado. Los neoliberales
intentan disimular su vocación de usura hablando de
crear un estado fuerte y no un estado grande. Así tratan
de que aceptemos -gracias a la desinformación- que el
estado es obsoleto, despilfarrador, ineficiente, etcétera.
En toda América Latina eso fue parte de una estrategia:
descomponer el estado, usurparlo, saquearlo, corrom-
perlo y, luego, decir que no sirve para nada. El camino
en Costa Rica es el mismo. Estamos ante una total in-
coherencia, ya que mientras se le imponen al Ice extre-
mas limitaciones aduciendo que no hay dinero para la
inversión pública y que -incluso- es deficitario (ambas 
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tesis falsas), se pagan exorbitantes sumas a los genera-
dores y cogeneradores privados cuya electricidad es mu-
cho más cara que la generada por el Ice. El excedente
neto del sector eléctrico de esta entidad fue de 27.145
millones de colones en 2001 y de 31.132 en 2002. Esos
mismos años el pago a 28 empresas privadas se elevó a
29.449 y 35.530 millones (Ice 2003).  Por esto decimos
que es una estafa institucionalizada: porque el estado
acepta y propicia pagar a los privados más que todos sus
excedentes y además trata de hacernos creer que eso es
necesario.

La privatización es un excelente escenario para las
coimas y toda suerte de tráfico de influencias políticas.
No solo se utiliza al estado para facilitar a los privados
su control del mercado sino que los funcionarios cobran
precios de lujo por los favores para asegurar que las lici-
taciones se adjudiquen a tal o cual empresa y se elimi-
nen los compe-
tidores. Evi-
dentemente ,
hay capital pri-
vado honesto,
pero eso es ca-
da vez menos
la norma. El
Proyecto Hi-
droeléctrico La
Joya, un bot
(construcción,
operación y
transferencia)
que el Ice acor-
dó con la em-
presa transna-
cional Unión
Fenosa de Es-
paña, es un claro ejemplo de corrupción. Para lograr la
adjudicación la empresa pagó una coima de $58.000 a
un directivo, que antes había sido diputado y persona
de confianza del presidente de la República. Esta fusión
del estado con los privados no conduce a un estado
fuerte sino a un estado minimizado, capturado, secues-
trado por los privados. Este tipo de corrupción es real-
mente un asalto a toda la sociedad.
La privatización ha utilizado al estado y permitido que
desde la "cocina", por ejemplo desde el Consejo Direc-
tivo del Ice, se sirvan los proyectos de generación priva-
da. Esto es posible porque el estado es administrado por
el mismo equipo de tecnócratas y políticos que integran
las juntas directivas y son accionistas de las empresas
que "ayudan" a suplir la demanda de electricidad. Lo
público y lo privado se fusionaron en el estado mínimo
al servicio del capital privado. Para ellos la discusión
esencial no es cuánto debe invertir el Ice sino cuánto
debe dejar de invertir para abrir espacio a los privados.

Al pueblo de Costa Rica nunca se le consultó si de-
seaba convivir y mantener un grupo de empresas gene-
radoras de electricidad privilegiadas. Y es que en una

democracia a medias como la nuestra, en la que por
ejemplo se boicotean todos los intentos de crear la figu-
ra del plebiscito, la gente no tiene derecho a opinar. Es
poca la gente que sabe que 25 de cada 100 colones del
recibo de electricidad que paga van a los canastos de los
generadores privados. Si los gobiernos de José María Fi-
gueres Olsen -cuya familia recibió 11,4 millones de co-
lones diarios durante 2001 y 2002 por sus ventas de
electricidad privada al Ice (Ambientico 133, 2004)- y
Miguel Ángel Rodríguez hubiesen consultado a la gen-
te sobre la generación privada, es seguro que ni siquie-
ra se hubieran discutido las leyes 7.200 y 7.508. El pue-
blo de Costa Rica y el Ice están siendo estafados con la
complicidad del estado. Cada colón pagado a los coge-
neradores y generadores privados es público, de los y las
ciudadanos. Pero como el estado ya no es de la gente si-
no que parece propiedad privada, el Ice -por obligación

de esas leyes-
transfiere los
recursos públi-
cos al capital
privado. La im-
posición de es-
te negocio
también con-
lleva el oculta-
miento de la
información: el
Ice no ha que-
rido asumir su
obligación de
ser transparen-
te y totalmente
abierto con la
in fo rmac ión
sobre la gene-

ración privada. Esas operaciones no son un secreto de
estado y mucho menos un asunto "confidencial" como
lo entiende el Ice (según carta de Pablo Cob -presiden-
te ejecutivo del Ice- a Osvaldo Durán. Oficio PE-329-
04). Ocultar esta información a las comunidades y al
país es un desacato a la Constitución Política. Éste es un
asunto pendiente que se resolverá en las instancias que
corresponda y que tiene que ver con la disyuntiva ya ex-
puesta de si el Ice hará alianza con sus defensores o con
sus sepultureros.

El Ice tiene todas las condiciones técnicas y finan-
cieras para invertir en todos los proyectos de energía su-
ficientes para suplir la demanda nacional. Pero en este
punto debemos diferenciar con meridiana claridad si
construimos una estrategia para atender las necesidades
nacionales estableciendo prioridades combinadas de
desarrollo social y crecimiento productivo, o si permiti-
mos que el Ice -y los privados también- den rienda suel-
ta a su ímpetu productivista y nos consuman en la ge-
neración eléctrica como negocio para la exportación. Ya
sabemos que solo gracias a la desinformación es que los
defensores del productivismo energético niegan las 
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vinculaciones entre la generación ilimitada de electrici-
dad y el Sistema de Integración Eléctrica de Centroa-
mérica (ya antes habíamos indicado cómo, con la pro-
bación de este mini TLC eléctrico se permitió que la
transnacional española Endesa se hiciera socia de los
estados de la región), y con los proyectos privados del
Plan Puebla Panamá y el Plan Colombia. Los mismos
presidentes de la región centroamericana en su última
cumbre, en 2004, celebraron la "unión" de estos dos pla-
nes, que no son más que parte de la estrategia hemisfé-
rica y global de explotación de la naturaleza en nuestra
región. La prioridad energética de estos proyectos es la
interconexión para facilitar el crecimiento económico
basado en la inversión externa directa, y no el desarro-
llo social en la región: la pobreza, en todas sus formas,
es el indicador de mayor crecimiento en la región. Los
gobiernos siguen actuando como facilitadores de este
proceso. La so-
beranía ener-
gética, que de-
bería ser la guía
en esta mate-
ria, está cada
vez más lejos y
solo tiene de-
fensores en las
r e s i s t e n c i a s
que de distinta
manera ejercen
los pueblos de
la región des-
plazados, asesi-
nados y perse-
guidos por de-
fender su vida,
la naturaleza y
el agua.

La privatización de la energía abre un canal adicio-
nal para la desnacionalización de la economía. La estra-
tegia fijada en la atracción de inversión externa necesi-
ta crear todas las condiciones para hacer "atractivo" el
país. Esto implica desregulaciones, garantías de flexibi-
lización laboral, condiciones para la explotación del
agua y otras fuentes energéticas y hasta derechos de
propiedad sobre la naturaleza, lo cual -como señalamos-
se consagraría con la firma del TLC, gracias a los dere-
chos de propiedad intelectual y las patentes, propicia-
das por la biopiratería de instituciones científicas del
país al servicio del capital transnacional. El caso del bot
La Joya de Unión Fenosa nos permite destacar, por aho-
ra, tres niveles de conflicto social provocado por la ge-
neración privada: (1) Violación de derechos comunitarios,
o lo que definimos como principio de soberanía comu-
nitaria, ya que la gente pierde el derecho de que el de-
sarrollo sea beneficioso para ella y para la naturaleza -la
destrucción de las fuentes de agua de la comunidad de
Tucurrique es el más claro ejemplo de esto, allí el esta-

do ni siquiera pudo garantizar que el agua de las comu-
nidades fuera resguardada-; los tribunales de justicia se
han negado a reconocer que los delitos contra la natu-
raleza son, sin excepción, irreparables, y por eso ha cos-
tado tanto que las comunidades sean atendidas y respe-
tadas -no menos dudas deja la actuación del Instituto
de Acueductos y Alcantarillados-; como lo hemos dia-
logado en estas comunidades, la pregunta que se impo-
ne es de qué lado está la institucionalidad costarricen-
se. (2) Mentira de la competencia: Otro foco de conflicto
tiene que ver con la supuesta competencia público-pri-
vada; no se puede hablar de competencia sana cuando
desde la cocina del estado se cuece el desplazamiento y
destrucción de lo público; el Ice debe responder porqué
-por ejemplo- se descarga el agua del embalse Arenal
sin turbinar y porqué la burocracia política impide ace-
lerar -o cuando menos permitir un curso normal según

lo planeado-
las inversiones
públicas (caso
PH Pirrís), con
lo cual se crea
el escenario
para justificar
la generación
privada -esto
más que com-
petencia pare-
ciera complot.
(3) Privados
contra los pue-
blos: La gene-
ración privada
provoca desna-
cionalización
de parte de la

economía nacional; la transnacionalización neoliberal
ha creado un espacio global de irresponsabilidad e im-
punidad a favor de las transnacionales que aprovechan
la naturaleza de nuestros países con la complicidad de
gobiernos y en alianzas con socios de capital privado na-
cional; si el capital privado local acepta la propuesta
neoliberal de subastar el país deberá soportar en un pla-
zo muy corto respuestas sociales por la defensa de la so-
beranía económica y social. Debieran poner atención a
Bolivia, donde la población ha derrotado la privatiza-
ción del agua en manos de Bechtel, que es no solo una
gran transnacional sino una mimada y privilegiada por
los gobiernos pro Bush en el Medio Oriente; también
atención a Uruguay, donde las transnacionales Aguas
de Bilbao, Aguas de Barcelona y Suez, la privada más
grande del planeta, fueron derrotadas; en esos países la
vuelta a lo público, y más claramente a lo social con
participación efectiva de la gente, constituye una con-
tratendencia a la globalización neoliberal, una recupe-
ración de soberanía y derechos sociales. En Costa Rica,
donde hasta ahora el pueblo ha impedido la total
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privatización, se trata de afianzar el control nacionaliza-
do, público y, sobre todo, participativo en la gestión del
desarrollo. Si a los proyectos públicos desde hace ape-
nas unos años les estamos exigiendo algunas garantías
sociales y para la naturaleza, a los privados debiera exi-
gírseles lo mismo, pero además confirmar, como no se
ha hecho hasta ahora, que verdaderamente respondan
a necesidades reales del pueblo de Costa Rica.

El reto mayor para definir una política energética na-
cional y global es comprender que ya no se trata úni-

camente de impedir proyectos energéticos que solo ser-
virán para el lucro privado con la explotación de la na-
turaleza, sino de reconocer que es urgente un cambio de
paradigma de vida que nos oriente hacia el respeto y el

cuidado de la naturaleza y, en el caso del sector energé-
tico, principalmente del agua. La prevención y la segu-
ridad legal y operativa para frenar la destrucción de más
espacios de vida natural con cualquier tipo de proyectos
energéticos debe ser una prioridad. Las autoridades pú-
blicas, la empresa privada y todas las personas, tenemos
el reto de superar los discursos y convertir el desarrollo
sustentable en una práctica y cada vez menos en un dis-
curso. El proyectismo energético que irrespeta y destruye
la naturaleza, desconoce y ridiculiza la cultura y la espi-
ritualidad de los pueblos, que estimula el crecimiento
económico y acelera la inequidad social, y que es exclu-
yente de las poblaciones, jamás podrá siquiera preten-
der ser una alternativa de desarrollo sustentable.
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